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Bogotá D.C.,  8 de junio de 2020 

Doctor 
Juan Carlos Lozada Vargas 
Presidente Comisión Primera Constitucional 
Cámara de Representantes  

Asunto: Informe de ponencia para primer debate 
al Proyecto de ley número No. 230 de 2019 
Cámara “Por medio del cual se crea la categoría 
especial de campesino o campesina, se expiden 
normas para su protección, con enfoque 
diferencial y se dictan otras disposiciones” 

Respetado Señor Presidente: 

En cumplimiento de la designación que me fue encomendada conforme al acta Nº 
016   por la Honorable Mesa Directiva de la Comisión Primera Constitucional de la 
Cámara de Representantes del Congreso de la Republica y lo establecido en el 
Artículo 156 de la ley 5ª de 1992, presento el Informe de ponencia para primer 
debate al proyecto de ley No. 230 de 2019 cámara “Por medio del cual se crea la 
categoría especial de campesino o campesina, se expiden normas para su 
protección, con enfoque diferencial y se dictan otras disposiciones”, en los 
siguientes términos: 

I. Antecedentes.
II. Contenido y alcance del proyecto de ley.
III. Consideraciones generales a la iniciativa legislativa
IV. Marco Constitucional, jurisprudencial y legal.
V. Proposición.

Así mismo, respetuosamente solicito publicar y dar a conocer a los Honorables 
Representantes de esta célula legislativa la presente ponencia. 

I. ANTECEDENTES 

El proyecto de ley número 230 de 2019 Cámara “Por medio del cual se crea la 
categoría especial de campesino o campesina, se expiden normas para su 
protección, con enfoque diferencial y se dictan otras disposiciones”, es de autoría 
de los Congresistas H.R. Cesar Augusto Pachón Achury, H.R. Harry Giovanny 
González García, H.S. Guillermo García Realpe, H.S. Jorge Eduardo Londoño 
Ulloa, H.S. Antonio sanguino Páez, H.S. Feliciano valencia medina, H.R. Abel 
David Jaramillo Largo, H.R.  Juan Carlos Lozada Vargas, H.R. Cesar Augusto 
Ortiz Zorro, H.R. Fabián Díaz Plata, H.R. Flora Perdomo Andrade, H.R. Alejandro 
Carlos Chacón Camargo, H.R. José Edilberto Caicedo Sastoque, H.R.  Felipe 
Andrés Muñoz Delgado, H.R. Jorge Méndez Hernández, H.R. Carlos German 
Navas Talero, H.R. John Jairo Roldan Avendaño, H.R José Luis Correa López, 
H.R. Katherine Miranda Peña, H.R. Inti Raúl Asprilla Reyes, H.R. Julián Peinado 
Ramírez, H.R. Alejandro Alberto Vega Pérez, H.R. Julio Cesar Triana, H.R Oscar 
Camilo Arango Cárdenas, H.R. Edward David Rodríguez Rodríguez, H.R Jairo 
Renaldo Cala Suarez, H.R. David Ricardo Racero Mayorca, H.R. Jezmi Lizeth 
Barraza Arraut, H.R. Félix Alejandro Chica Correa, y otras firmas. 
 
Dicha iniciativa fue radicada ante la secretaria General de la Cámara de 
Representantes, el día Once (11) de septiembre de 2019.    
 

II. CONTENIDO Y ALCANCE DEL PROYECTO DE LEY. 
 
El proyecto de ley No. 230 de 2019 Cámara, consta de Ocho (8) artículos, 
incluyendo su vigencia, cuyo objeto es la protección de la categoría especial de las 
personas denominadas campesino y campesina, con enfoque diferencial, con el 
fin de dignificar su condición y trabajo cuyo título propuesto es: “POR MEDIO DEL 
CUAL SE CREA LA CATEGORIA ESPECIAL DE CAMPESINO O CAMPESINA 
SE EXPIDEN NORMAS PARA SU PROTECCIÓN, CON ENFOQUE 
DIFERENCIAL Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”. 
 
La iniciativa legislativa busca que el campesino o campesina sean considerados 
dentro del Enfoque Diferencial, como sujetos de especial protección en el marco 
jurídico y en atención a su grado de vulnerabilidad y abandono estatal que ha 
conducido a la reiterada violación de sus Derechos Humanos de forma 
sistemática; así las cosas, surge el proyecto de ley, como quiera que a la fecha no 
se ha logrado identificar el sujeto de derecho a quien se debe dirigir la Política 
Agraria y de forma especial las garantías constitucionales que contempla  nuestra 
Constitución Política en favor del sector agropecuario, la falta de identidad y 
definición del sujeto de derechos a nivel del campo ha generado que el Gobierno 
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Nacional no reconozca que el sector agropecuario constituye uno de los ejes 
fundamentales de la economía nacional y por ende la piedra angular de la 
SEGURIDAD ALIMENTARIA del país, tal como quedó demostrado en la actual 
crisis sanitaria.  
El articulado propuesto en el Proyecto de ley Número 230 de 2019 Cámara, es 
como sigue:  

Artículo 1º. Objeto. Proteger la categoría especial de las personas denominadas 
campesino o campesina, con enfoque diferencial, con el fin de dignificar su 
condición y trabajo.  
 
Artículo 2°. Definición de Campesinos y Campesinas con enfoque 
diferencial. Campesino o campesina es la persona natural que realiza una o 
varias de las actividades o tareas que pertenecen a la agricultura, la ganadería, 
pesca, caza, acuicultura, silvicultura, apicultura, zoocría y todas aquellas similares, 
que generen el setenta por ciento (70%) de sus ingresos anuales, siempre y 
cuando no supuren los diez (10) Salarios Mínimos Mensuales Legales Vigentes 
(SMMLV) al año.  
 
Artículo 3°.  Campesino intercultural. Es aquella persona que se dedica o 
pretenda dedicarse de manera individual o asociativa a las labores del campo, con 
un arraigo histórico y tradicional frente al valor de la tierra y sus diversas formas de 
tenencia, al trabajo, la familia, las buenas costumbres, la cultura, la producción de 
alimentos para satisfacer sus necesidades o para la obtención de ganancias. 
 
Artículo 4°. Derechos de especial protección y enfoque diferencial: El Estado 
identificara al campesino o campesina que merece especial protección, porque 
cumple las condiciones del artículo dos (2) de la presente ley, aplicando un criterio 
de enfoque diferencial tendiente a brindar protección a todos sus derechos y en 
especial a: 
 
Salud integral: Propiciando la salud física, social y mental que contribuyen al 
bienestar y habilidades como persona única. 
 
Alimentación: Permitir el libre acceso a una alimentación digna balanceada, 
permanente que contribuya al desarrollo pleno de sus actividades. 
 
Vivienda digna y adecuada: Conceder una unidad agrícola familiar (UAF) 
adecuada a sus necesidades habitacionales de acuerdo a sus condiciones 
ambientales, geográficas y tradicionales de cada región salvaguardando el 
derecho a la propiedad. 

 
Al Trabajo: Propiciar y garantizar niveles dignos de producción de ingresos a 
través del trabajo del campesinado.  
 
A la Educación: El estado debe elaborar un marco Nacional que amplié 
sucesivamente la cobertura y el acceso a la educación preescolar, básica, media y 
de formación técnico, tecnológico, profesional, especializados y programas 
encaminados a fortalecer sus competencias, conocimientos, habilidades y 
aptitudes para su formación integral.  
 
A la tierra y propiedad privada: Se protegerá el acceso progresivo a la tierra y su 
consecuente formalización, como fuente de trabajo, producción y garantía de su 
mínimo vital y el de su familia que permitan materializar sus prácticas económicas, 
culturales y sociales.  El Gobierno Nacional reconocerá y protegerá la posesión 
ejercida durante los últimos diez (10) años por los campesinos y campesinas en 
sus fundos.           
 
Al Agua potable y saneamiento básico: Garantizara y otorgara el acceso al 
agua potable y los servicios de saneamiento eficientes que garanticen la 
protección de la vida. 
 
A la asociatividad y cooperativismo:  Se promoverá la asociatividad y 
cooperativismo con el fin de aumentar la competitividad y aumentar la 
formalización productiva de campesinos y campesinas, creando modelos 
eficientes que mejoren el acceso a nuevos mercados del sector agropecuario 
 
Artículo 5°. El Gobierno Nacional establecerá en el sector central y 
descentralizado la aplicación y los métodos o las formas como se hará efectiva la 
política de especial protección al campesinado en derecho a la alimentación, al 
agua potable, al acceso al servicio a la salud, a una vivienda digna, a la 
educación, al trabajo, a la seguridad social, al descanso, al acceso a la justicia, a 
la libertad de locomoción, a la tierra, a la conservación del medio, a la protección 
de las semillas ancestrales, a la protección de la diversidad , a la participación y 
toma de decisiones, derecho de participación e información, derecho asociación.  
 
Artículo 6°. Principio de publicidad.  El Gobierno nacional deberá y adelantará 
las campañas de divulgación y socialización del contenido de la presente ley.  
 
Artículo 7°. Facultad Reglamentaria. El Gobierno Nacional en un tiempo no 
mayor a seis (6) meses diseñará e implementará el Registro Único Nacional de los 
campesinos y campesinas (RUNC), para facilitar el ejercicio de los derechos y la 
efectividad de la especial protección establecida mediante la presente ley. 

Parágrafo: El Gobierno nacional reglamentará las acciones que ejecutará las 
entidades del sector central y descentralizado para el cumplimiento del objeto de 
la presente ley, de forma especial los ministerios encargados de materializar las 
garantías contempladas en la presente.    
 
Artículo 8°. Vigencia.  La presente ley rige a partir de su sanción y promulgación. 
 

III. CONSIDERACIONES GENERALES A LA INICIATIVA LEGISLATIVA     
 

Es deber del  Estado reconocer al sujeto que desarrolla su actividad diaria en el 
sector agropecuario y el cual requiere una especial protección desde un enfoque 
diferencial que permita fortalecerlo mediante políticas y asignaciones 
presupuestales  concretas, reales y suficientes que permitan abarcar sus 
demandas y contribuya a su desarrollo; se debe buscar especial protección al 
campesinado colombiano haciéndole incluyente en los ámbitos económicos, 
políticos y sociales que implique la transformación tangible de su condición de vida 
y lograr por ende el progreso de nuestro país, enmarcado en el principio de 
equidad.  

Es el principio de equidad, el que impone al Gobierno Nacional la obligación de 
garantizar el cumplimiento de la justicia social en la distribución de los recursos 
públicos que deben ser asignados con total imparcialidad en los diferentes 
sectores, así las cosas, a la fecha se encuentra necesario identificar al sujeto de 
especial protección en el sector agropecuario y lograr políticas agrarias que 
permitan solucionar el sin número de problemáticas y conflictos sociales que se 
viven al interior del mismo lo cual está generando constantes y flagrantes 
vulneraciones de garantías y derechos fundamentales a nuestros campesinos 
quienes deben gozar de especial protección Constitucional.  

Una vez realizado el estudio y análisis juicioso de la iniciativa legislativa 
encontramos que es pertinente brindar a nuestros campesinos una identidad y el 
reconocimiento de sus derechos que les permita contar con asignaciones 
presupuestales, programas y  planes estatales que conduzcan a una inversión real 
en cobertura de legalización y/o formalización de la tenencia de tierras, 
financiamiento al sector rural, condonación de créditos a nuestros campesinos, 
capacitación a las asociaciones u otras formas de organización campesina que 
permita el fortalecimiento de la economía campesina e infraestructura productiva, 
distritos de riego que fortalezcan las  producciones agrícolas en época de sequía, 
vías terciarias que permitan la comercialización de los productos agropecuarios, 

asistencia técnica, soluciones consensuadas y consultadas al campesino para el 
tema de páramos, seguro agropecuario, salud, construcción y mejoramiento de 
vivienda campesina, adulto mayor, mujer rural y educación en la zona rural que 
permita mitigar las insuficiencias que se viven en los campos. 

Según los datos de la Misión Para la Transformación del Campo, se determina 
que cerca del 60% de los municipios que tiene Colombia deben considerarse 
como rurales y existe, fuera de ello, una población rural dispersa en el resto de los 
municipios, con lo cual la población rural representa poco más de 30% de la 
población del país, igualmente concluye que el campesinado se encuentra en 
condiciones de extrema pobreza frente a otros grupos poblacionales.  

La Misión para la Transformación del Campo resalta que existe una brecha en 
materia de pobreza extrema y multidimensional entre las zonas rurales y urbanas, 
que se refleja especialmente en el acceso a determinados derechos y servicios. 
En efecto, la clase media en la zona rural alcanza el 11% en comparación con el 
39% existente en las zonas urbanas, lo que demuestre que el 89% de la población 
rural es pobre o vulnerable.1  Al respecto debemos señalar que los diferentes 
Gobiernos han abandonado las necesidades del sector lo cual ha generado 
diferentes conflictos sociales que han marcado la historia agraria de nuestro país, 
resultando inaplazable el reconocimiento de las garantías constitucionales de los 
trabajadores del campo, con la activación de su  economía que permitirá una vida 
digna junto a sus familias y superar los índices de pobreza; de continuar el 
abandono y falta de protección a nuestros campesinos se gesta un  
inevitablemente peligro a la seguridad alimentaria del país lo cual resultaría 
contrario a las disposiciones impuesta en la Constitución Política de Colombia.         

No puede desconocerse, que el sector agropecuario históricamente ha contribuido 
positivamente a la economía Nacional, demostrándose que es el segundo sector 
económico y social con mayor aporte al PIB, toda vez que cerca del 14 % de las 
exportaciones nacionales provienen de los campos colombianos sumado la 
ostensible contribución a la generación de empleo, encontrándose pertinente el 
reconocimiento de los derechos del campesinado colombiano  y cooperar con 
políticas presupuestales que brinden recursos suficientes que robustezcan el 
gremio y evitar crisis económicas que pongan en riesgo la soberanía alimentaria 
del país.  
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El campesinado colombiano se encuentra esperanzado en encontrar voluntad 
política digna de todas y cada una de las instituciones que conforman el estado, 
permitiendo el crecimiento del sector agropecuario, brindando oportunidades y 
herramientas que se encaminen a una transformación social que reactive y 
potencialice el sector, articulando la participación y trabajo mancomunado de 
todos los agentes  sociales y en especial del rural, en este punto es pertinente 
referenciar que la Constitución Política de Colombia brinda elementos jurídicos 
sólidos que conllevan al reconocimiento del campesinado como sujeto político de 
derechos, dicha justificación la encontramos referenciada en el Capítulo 2 del 
Título II de nuestra carta Magna que consagra los Derechos Sociales, Económicos 
y Culturales y de forma específica los artículos 64, 65 y 66, los cuales 
constituyen el fundamento de la acción del Estado para crear las condiciones 
que permitan el acceso progresivo de los trabajadores agrarios a la propiedad de 
la tierra, y a los servicios de educación, salud, vivienda, seguridad social, 
recreación y crédito, e igualmente para darle prioridad, apoyo y especial 
protección al desarrollo de las actividades agropecuarias, pesqueras, forestales y 
agroindustriales, y a la construcción de obras de infraestructura física en el campo. 

Por lo brevemente expuesto, debe legislarse a favor de nuestros campesinos 
quienes constituyen un grupo social vulnerable que requiere especial protección y 
que obliga al estado a desplegar medidas inmediatas para asegurar el 
cumplimiento y respeto de sus Derechos Humanos, no podemos ser inferiores a 
las dinámicas mundiales en la protección de los derechos de nuestro sector, 
creando nuevas fuentes económicas que transformen su calidad de vida dentro de 
la concepción de desarrollo integral del campo colombiano erradicando y 
combatiendo la inequidad, desigualdad social y lograr la valoración real de nuestro 
campesinado. 
   

IV. MARCO CONSTITUCIONAL, JURISPRUDENCIAL Y LEGAL. 
 
Desde tiempos inmemoriales a nivel mundial se ha buscado el reconocimiento  y 
amparo a toda persona que labra los campos, es por ello que varios movimientos 
campesinos han trabajado incansablemente durante los últimos quince años en la 
protección especial y amparo a sus garantías como sector vulnerable de nuestras 
comunidades mundiales; conforme se dispuso en la Declaración sobre los 
Derechos de los Campesinos y Otras Personas que Trabajan en las Zonas 
Rurales  la cual fue adoptada el 17 de Diciembre de 2018 por la Asamblea 
General de la ONU. 

Una vez culminado el proceso iniciado por las comunidades rurales a nivel 
internacional, se marca un precedente positivo en favor del campesinado, con 121 
votos de apoyo, 8 votos en contra, y 52 abstenciones, se logró avanzar en la 
dignificación del quehacer rural y fortalecer las comunidades campesinas que 
tanto contribuyen al dinamismo económico del mundo; pese al clamor de muchas 
organizaciones sociales y al vacío legal que existe en nuestra legislación Colombia 
constituimos uno de los Estados que se abstuvo de votar tan importante 
declaración, situación que mostro la falta de compromiso político con el sector 
Rural y que desencadeno fuertes críticas al Gobierno Nacional de Turno.     

Sin embargo, la Declaración internacional brinda un fuerte apoyo al campesinado 
colombiano, por cuanto constituye herramienta jurídica contenida de principios y 
parámetros de interpretación que pueden ser acogidos en la toma de decisiones 
judiciales, legislativas y políticas cuando se encuentre afectada la población rural, 
pese a no ser de obligatorio cumplimiento para nuestro estado se ha generado un 
ambiente de presión en la consecución de políticas públicas que resulten útiles en 
la resolución de asuntos en los cuales se encuentren involucrados nuestros 
campesinos; además coadyuva a impulsar y avalar las iniciativas legislativas que 
versan sobre garantías y protección de los derechos del campesinado que día a 
día se engavetan en el congreso de la Republica y que truncan el desarrollo de las 
organizaciones de dicho sector.    

Así las cosas, con el proyecto de ley se persigue un goce efectivo a nuestros 
campesinos de sus garantías y derechos que obligan a los Gobiernos Nacional y 
Departamentales a ejecutar políticas públicas concretas, reales y efectivas que 
permitan abandonar el rezago en el cual se ha mantenido durante décadas, de tal 
suerte que la Declaración constituye un instrumento normativo internacional que 
otorga lineamientos que nos admite crear, desarrollar y fortalecer políticas con 
especificidad que atienda las necesidades de campesinas y campesinos que 
permitan desarrollar capacidades sociales, económicas, políticas, comunitarias 
sobre la base de un enfoque diferencial que alcance el mejoramiento de procesos 
de producción y comercialización agropecuaria encaminados a alcanzar una  
calidad de vida y la dignificación del trabajo del sector campesino, minimizando los 
índices de pobreza y abandono que han rodeado dicha población.  
 
La Corte Constitucional en sus diferentes fallos ha considerado reiteradamente la 
necesidad de reconocer la cultura campesina en nuestro territorio nacional y 
reclama la protección de su acceso a la tierra y demás garantías que se 
desprenden de su cultura diferenciada y trascender al reconocimiento de sus 
derechos específicos.  

La jurisprudencia constitucional ha considerado vehementemente que la actividad 
agraria debe ser sostenible y ha tomado atenta nota de los riesgos que conllevan 
el mercado actual de los productos lo cual ha generado atrasos de gran impacto a 
su dinamismo económico y aumento en las brechas sociales que amenazan la 
soberanía alimentaria, la diversidad étnica y cultural de la nación que ponen en 
entre dicho el valor real del progreso perseguido en las disposiciones 
Constitucionales; toda vez que la realidad social refleja anulación de su economía 
tradicional de subsistencia a partir del autoabastecimiento  y el encarecimiento de 
su forma de vida. 
 
Al respecto, es pertinente destacar la jurisprudencia sentada por la Corte 
Constitucional la cual ha señalado que:  
 
“Esto implica que el Estado debe, en principio, respetar las formas tradicionales de 
producción de los campesinos y el aprovechamiento de su propia tierra; facilitar a 
estas personas el acceso a los bienes y prestaciones necesarias e indispensables 
para sobrevivir dignamente (i.e. créditos, asistencia técnica, herramientas de 
producción, tecnología); y garantizarles, cuando no se encuentran en capacidad 
de hacerlo autónomamente, las condiciones mínimas materiales de existencia. 
Como lo ha sostenido esta Corte, estas obligaciones en cabeza del Estado se 
justifican porque lo que está en juego es la capacidad que tienen los trabajadores 
agrarios para garantizar, mediante sus formas tradicionales de generar ingresos 
(economías de subsistencia), su derecho fundamental al mínimo vital.  
 
Finalmente, es importante mencionar la Directiva No. 007 emitida el once (11) de 
Junio del 2019 por la Procuraduría General de la Nación, la cual se dirigió a los 
funcionarios del ministerio público, autoridades públicas Nacionales, 
Departamentales, Distritales y Municipales y servidores públicos, mediante la cual 
se exigen lineamientos para el reconocimiento, prevención, promoción y defensa 
de los derechos campesinos, arguye que dentro de sus funciones constitucionales 
se encuentra el deber de vigilar el cumplimiento de la constitución, las leyes, las 
decisiones judiciales y los actos administrativos para proteger los derechos 
humanos y su efectividad. 
 

 

V.  PROPOSICIÓN
 
 
Por lo brevemente expuesto, presento a los Honorables Representantes de la 
Comisión Primera Constitucional de la Cámara de Representantes PONENCIA 
POSITIVA, y solicito dar primer debate al Proyecto de Ley No. 230 de 2019 
Cámara “Por medio del cual se crea la categoría especial de campesino o 
campesina, se expiden normas para su protección, con enfoque diferencial y se 
dictan otras disposiciones”. 
 
 
 
 
De Los Honorables Representantes, 
 
 
 
 
 
Harry Giovanny González García  
Representante a la Cámara 
Deparamento del Caquetá  
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TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER DEBATE, EN LA COMISIÓN PRIMERA 
DE LA HONORABLE CÁMARA DE REPRESENTANTES, DEL PROYECTO DE 

LEY 230 DE 2019 CÁMARA “POR MEDIO DEL CUAL SE CREA LA 
CATEGORÍA ESPECIAL DE CAMPESINO O CAMPESINA, SE EXPIDEN 
NORMAS PARA SU PROTECCIÓN, CON ENFOQUE DIFERENCIAL Y SE 

DICTAN OTRAS DISPOSICIONES” 

EL CONGRESO DE COLOMBIA, 

DECRETA 

 
Artículo 1º. Objeto. Proteger la categoría especial de las personas denominadas 
campesino o campesina, con enfoque diferencial, con el fin de dignificar su 
condición y trabajo.  
 
Artículo 2°. Definición de Campesinos y Campesinas con enfoque 
diferencial. Campesino o campesina es la persona natural que realiza una o 
varias de las actividades o tareas que pertenecen a la agricultura, la ganadería, 
pesca, caza, acuicultura, silvicultura, apicultura, zoocría y todas aquellas similares, 
que generen el setenta por ciento (70%) de sus ingresos anuales, siempre y 
cuando no supuren los diez (10) Salarios Mínimos Mensuales Legales Vigentes 
(SMMLV) al año.  
 
Artículo 3°.  Campesino intercultural. Es aquella persona que se dedica o 
pretenda dedicarse de manera individual o asociativa a las labores del campo, con 
un arraigo histórico y tradicional frente al valor de la tierra y sus diversas formas de 
tenencia, al trabajo, la familia, las buenas costumbres, la cultura, la producción de 
alimentos para satisfacer sus necesidades o para la obtención de ganancias. 
 
Artículo 4°. Derechos de especial protección y enfoque diferencial: El Estado 
identificara al campesino o campesina que merece especial protección, por que 
cumple las condiciones del artículo dos (2) de la presente ley, aplicando un criterio 
de enfoque diferencial tendiente a brindar protección a todos sus derechos y en 
especial a: 
 
Salud integral: Propiciando la salud física, social y mental que contribuyen al 
bienestar y habilidades como persona única. 
 
Alimentación: Permitir el libre acceso a una alimentación digna balanceada, 
permanente que contribuya al desarrollo pleno de sus actividades. 

Vivienda digna y adecuada: Conceder una unidad agrícola familiar (UAF) 
adecuada a sus necesidades habitacionales de acuerdo a sus condiciones 
ambientales, geográficas y tradicionales de cada región salvaguardando el 
derecho a la propiedad. 
 
Al Trabajo: Propiciar y garantizar niveles dignos de producción de ingresos a 
través del trabajo del campesinado.  
 
A la Educación: El estado debe elaborar un marco Nacional que amplié 
sucesivamente la cobertura y el acceso a la educación preescolar, básica, media y 
de formación técnico, tecnológico, profesional, especializados y programas 
encaminados a fortalecer sus competencias, conocimientos, habilidades y 
aptitudes para su formación integral.  
 
A la tierra y propiedad privada: Se protegerá el acceso progresivo a la tierra y su 
consecuente formalización, como fuente de trabajo, producción y garantía de su 
mínimo vital y el de su familia que permitan materializar sus prácticas económicas, 
culturales y sociales.  El Gobierno Nacional reconocerá y protegerá la posesión 
ejercida durante los últimos diez (10) años por los campesinos y campesinas en 
sus fundos.           
 
Al Agua potable y saneamiento básico: Garantizara y otorgara el acceso al 
agua potable y los servicios de saneamiento eficientes que garanticen la 
protección de la vida. 
 
A la asociatividad y cooperativismo:  Se promoverá la asociatividad y 
cooperativismo con el fin de aumentar la competitividad y aumentar la 
formalización productiva de campesinos y campesinas, creando modelos 
eficientes que mejoren el acceso a nuevos mercados del sector agropecuario 
 
Artículo 5°. El Gobierno Nacional establecerá en el sector central y 
descentralizado la aplicación y los métodos o las formas como se hará efectiva la 
política de especial protección al campesinado en derecho a la alimentación, al 
agua potable, al acceso al servicio a la salud, a una vivienda digna, a la 
educación, al trabajo, a la seguridad social, al descanso, al acceso a la justicia, a 
la libertad de locomoción, a la tierra, a la conservación del medio, a la protección 
de las semillas ancestrales, a la protección de la diversidad , a la participación y 
toma de decisiones, derecho de participación e información, derecho asociación.  
 
Artículo 6°. Principio de publicidad.  El Gobierno nacional deberá y adelantará 
las campañas de divulgación y socialización del contenido de la presente ley.  

Artículo 7°. Facultad Reglamentaria. El Gobierno Nacional en un tiempo no 
mayor a seis (6) meses diseñará e implementará el Registro Único Nacional de los 
campesinos y campesinas (RUNC), para facilitar el ejercicio de los derechos y la 
efectividad de la especial protección establecida mediante la presente ley. 

Parágrafo: El Gobierno nacional reglamentará las acciones que ejecutará las 
entidades del sector central y descentralizado para el cumplimiento del objeto de 
la presente ley, de forma especial los ministerios encargados de materializar las 
garantías contempladas en la presente.    

Artículo 8°. Vigencia.  La presente ley rige a partir de su sanción y promulgación. 

De los Honorables Representantes a la Cámara, 

Harry Giovanny González García 
Representante a la Cámara 
Deparamento del Caquetá  
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 Bogotá D.C., mayo de 2020 

Representante 
JUAN CARLOS LOZADA VARGAS 
Presidente Comisión Primera 
Cámara de Representantes 

Asunto: Ponencia positiva para primer debate del Proyecto de ley N° 323 de 2020 
Cámara. 

En cumplimiento del encargo recibido por parte de la honorable Mesa Directiva 
de la Comisión Primera de la Cámara de Representantes y de conformidad con lo 
establecido en el artículo 150 de la Ley 5ª de 1992, procedo a rendir Informe de 
Ponencia para primer debate al Proyecto de Ley N° 323 de 2020 Cámara “Por medio 
del cual se modifican los artículos 1823 y 1824 del Decreto 410 de 1971”.  

El presente Informe está compuesto por diez (10) apartes: 

1. Antecedentes del proyecto
2. Objetivo
3. Problemas que pretende resolver el proyecto de ley
4. Cómo se resuelve el problema
5. Justificación del proyecto
6. Análisis jurídico
7. Conflicto de intereses
8. Proposición
9. Texto Propuesto
10. Referencias

Atentamente, 

_____________________ 
JUAN FERNANDO REYES KURI 
Representante a la Cámara por el Valle del Cauca 
Partido Liberal 
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INFORME DE PONENCIA PARA PRIMER DEBATE DEL PROYECTO DE LEY 
NO 323 DE 2020 CÁMARA “POR MEDIO DEL CUAL SE MODIFICAN LOS 

ARTÍCULOS 1823 Y 1824 DEL DECRETO 410 DE 1971”.

1. ANTECEDENTES DEL PROYECTO

El proyecto 323 de 2020 Cámara, fue presentado por el H.R Juan Fernando Reyes 
Kuri el día 05 de marzo del 2020 ante la Secretaria General de la Cámara de 
Representantes. Publicado en la Gaceta número 123 el 09 de marzo del 2020.  

2. OBJETIVO

Tiene como objetivo ajustar los artículos 1823 y 1824 del Código de Comercio, a los 
preceptos constitucionales vigentes, en especial a lo que respecta a la autonomía de 
las entidades territoriales y su facultad para ordenar los territorios.   

3. PROBLEMA QUE PRETENDE
SOLUCIONAR 

La legislación actual dispone que la autoridad aeronáutica determinará las 
superficies de despeje y la altura máxima de las construcciones y plantaciones 
aledañas a donde funcionen los aeródromos civiles y militares, sin consideración 
alguna al desarrollo de ordenamiento urbanístico de la respectiva entidad territorial. 
Lo cual no es solo inconveniente, sino que se torna inconstitucional a la luz del 
artículo 287 de la Constitución Política que dispone que las entidades territoriales 
gozan de autonomía para la gestión de sus intereses. 

4. CÓMO SOLUCIONA EL PROBLEMA

El proyecto de ley propone modificar el código de comercio, devolviéndole la 
facultad de determinar las superficies de despeje y la altura máxima de las 
construcciones y plantaciones aledañas de los aeropuertos a las entidades 
territoriales, y obligando a que la determinación de instalación y/o operación de un 
aeródromo militar en cualquier territorio del país se haga atendiendo a lo dispuesto 
en la legislación nacional, así como los tratados internacionales ratificados por 
Colombia, especialmente los que constituyen el derecho internacional humanitario. 

5. JUSTIFICACIÓN DEL PROYECTO

5.1. Problemática actual 

Dentro de la base aérea Marco Fidel Suárez y la escuela de aviación que lleva el 
mismo nombre, a partir del 2013, se instauró el comando de combate No. 7. Esto 
tuvo consecuencias en la forma en que Cali se organiza y planea su ordenamiento 
territorial toda vez que, gracias a la influencia del comando de combate, el área de 
influencia de la base militar abarca, según los datos de la Alcaldía de Cali (2019) casi 
el 62% del área urbana de la ciudad, como se muestra a continuación:  

 
Ilustración 1 Tomado de El País Cali, 8 de septiembre de 2019. 

Esto significa, conforme al ordenamiento jurídico colombiano1 que cada que se 
pretenda otorgar una licencia de construcción dentro de esa área de influencia se 

deba contar un el concepto/ permiso de la Fuerza Aérea Colombiana, quienes, con 
el argumento de salvaguardar la seguridad de la operación, emiten estudios técnicos 
de evaluación de obstáculos. Para agosto de 2019, según el comunicado de la Fuerza 
Aérea Colombiana del 4 de agosto de 2019, se habían expedido hasta ese momento 
502 conceptos para evaluar las construcciones de altura (Fuerza Aérea Colombiana, 
2019).  Este estudio técnico tiene un valor de $414.058 pesos colombianos, como se 
puede verificar en la página web de SUIT.  
 
Resulta evidente que la presencia de este comando de combate afecta de manera 
directa la autonomía territorial de Cali y pone enormes dificultades para la 
planeación a futuro de la ciudad, y su desarrollo económico, social y cultural. Sin 
contar con la posible violación del DIH. 
 

5.1.1. La acción popular de la FAC 
  
En el año 2019, la Fuerza Aérea Colombiana interpuso una acción popular en contra 
del municipio de Santiago de Cali, por haber otorgado licencias de construcción para 
el desarrollo de proyectos de vivienda, sin contar con el concepto técnico por parte 
de esta entidad. El argumento principal de mencionada acción fue que los limites de 
obstáculos para la operación de la base aérea Marco Fidel Suarez fueron modificados 
por el Acuerdo No.  0373 de 2014 del Plan de Ordenamiento Territorial de Cali, 
norma que eliminó estas superficies en el sentido de reducirlas a un óvalo con forma 
de hipódromo alrededor del eje de la pista a 500 metros que no obedece a ningún 
criterio técnico ni normativo de aviación, ni de aeronáutica  establecido  por la 
organización  de  Aviación   Civil   Internacional   OACI y que a  la  fecha, esa 
modificación  está  generando  un  riesgo  en  la  ejecución  de  las  operaciones 
militares  aéreas,  toda  vez que en atención  a  la  modificación  del  POT-2014  se 
está  otorgando  permisos de construcción  que afectan  gravemente  el  espacio aéreo 
de esta base (Acción popular, 2019). 
 
En el desarrollo del proceso se concedió medida cautelar solicitada en la acción 
popular de la Fuerza Aérea Colombiana, y ordenó la suspensión provisional de las 
dos licencias de construcción expedidas por el curador No. 02  así como aquellas 
licencias de construcción que han sido otorgadas para levantar edificaciones de más 
de doce (12) metros de altura sobre el área de influencia de la base aérea, la cual se 
encuentra comprendida en un radio de acción de 4 kilómetros a partir de cualquier 
límite de la pista, y que no cuenten con el concepto técnico de evacuación de 
obstáculos para las construcciones en las inmediaciones de los aeródromos y 

helipuertos de la fuerza pública , expedido por la autoridad aeronáutica competente 
(Acción popular, 2019).  
 
Los fundamentos jurídicos de esta decisión fueron el convenio de Chicago; el Código 
de Comercio Art. 1823 y 1824; la Resolución No 1092 / 2007; el Reglamento 
Aeronáutico Colombiano 14; el Anexo 14 OACI; la Ley 388 /1997 – Planes de 
Ordenamiento Territorial, Art. 10 – numeral 3, que habla sobre aeropuertos y 
ordenamiento en sus áreas de influencia; el Decreto 2397/2010, entre otros. Se 
estima, según el concejo de la ciudad, que esta decisión ha retenido o suspendido 
5.817 licencias de construcción hasta el momento (Concejo de Santiago de Cali, 2020). 
 

6. ANALISIS JURIDICO 
 

6.1 Constitución Política de Colombia  

Una de las prioridades de la Constitución Política de 1991 fue garantizar la 
autonomía de las entidades territoriales, la cual debía materializarse desde tres 
puntos: la política, la administrativa y la financiera (Paula Robledo Silva, 2008). En 
ese sentido, se puede concluir que la autonomía es uno de los ejes estructurales del 
Estado, en ello, radica su importancia.  

La Corte Constitucional ha definido el nucleó esencial de la autonomía en los 
siguientes términos (Sentencia C-535, 1996):  

 “El núcleo esencial de la autonomía es indisponible por parte del Legislador, por lo 
cual la Constitución ha establecido una garantía institucional a la misma, pues el 

. Por ello 

. Así, si bien la autonomía territorial puede estar regulada en 
cierto margen por la ley, que podrá establecer las condiciones básicas de la misma, en 
aras de salvaguardar el interés nacional y el principio unitario, la Constitución 
garantiza que el núcleo esencial de la autonomía será siempre respetado.” (Negrilla 
fuera del texto) 

Con base en ese precepto, el Constituyente desarrolló herramientas para el ejercicio 
de la autonomía territorial por parte de las autoridades departamentales y 
municipales según los asuntos de su competencia. Y para tal fin otorgó en los 
artículos 105 y 106 la facultad de las autoridades territoriales para realizar consultas 
populares sobre asuntos relevantes para el mismo ente territorial, y así mismo, 
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facultó a los habitantes de estas entidades territoriales para que pudiesen presentar 
proyectos sobre asuntos que son de competencia de la respectiva corporación 
pública. Es un desarrollo de la autonomía territorial mediante la aplicación de 
herramientas democráticas de participación directa.  
 
Pero donde obra la claridad suprema de la autonomía de las entidades territoriales 
en la gestión de sus intereses, es en el artículo 287 constitucional, que dispone los 
derechos que le asisten a los entes territoriales, dentro de los mismos límites de la 
Constitución y la ley. En ese sentido, la Corte Constitucional determinó (Sentencia 
C-535, 1996):  

“El núcleo esencial de la autonomía está constituido, entonces, en primer término, 
por aquellos elementos indispensables a la propia configuración del concepto, y 
especialmente por los poderes de acción de que gozan las entidades territoriales 
para poder satisfacer sus propios intereses. En este orden de ideas, es derecho de 
las entidades territoriales ejercer las competencias que les corresponden (CP. art. 
287), pues sin ellas ninguna acción autónoma es posible. En segundo lugar 
encontramos, la inviolabilidad por parte del legislador, de la facultad de las 
entidades territoriales de gobernarse por autoridades propias (CP art. 287). Debe 
protegerse el derecho de cada entidad territorial a autodirigirse en sus 
particularidades a través del respeto de la facultad de dirección política que 
ostentan”. 

La constitución política definió la autonomía territorial, en los siguientes términos:  

“Artículo 287. Las entidades territoriales gozan de autonomía para la gestión de 
sus intereses, y dentro de los límites de la Constitución y la ley. En tal virtud 
tendrán los siguientes derechos:  

1. Gobernarse por autoridades propias. 

2. Ejercer las competencias que les correspondan.  

3. Administrar los recursos y establecer los tributos necesarios para el 
cumplimiento de sus funciones.  

4. Participar en las rentas nacionales” 

En la misma línea el artículo 298 dispone: “Los departamentos tienen autonomía para la 
administración de los asuntos seccionales y la planificación de los asuntos seccionales y la 
planificación y promoción del desarrollo económico y social dentro de su territorio en los 
términos establecidos en la Constitución.  Más adelante, cuando inicia el desarrollo del 
régimen municipal complementa, Art. 313 Corresponde a los concejos: “(…) 2. 

Adoptar los correspondientes planes y programas de desarrollo económico y social 
y de obras públicas… 7. Reglamentar los usos del suelo y, dentro de los límites 
que fije la ley, vigilar y controlar las actividades relacionadas con la construcción 
y enajenación de inmuebles destinados a vivienda.” 
 
6.2 Código de Comercio 

Las disposiciones que pretende modificar en el presente proyecto de ley van en contra 
de los postulados de la constitución política de 1991, de la autonomía municipal y la 
facultad de determinación de cómo se ordena su territorio. Esto resulta evidente, 
cuando el Código de Comercio dispone lo siguiente:  

ARTÍCULO 1823. <DEFINICIÓN DE SUPERFICIE DE 
DESPEJE>. Denomínense superficies de despegue las áreas imaginarias, 
oblicuas y horizontales, que se extienden sobre cada aeródromo y sus 
inmediaciones, en las cuales está limitada la altura de los obstáculos a la 
circulación aérea. 

La autoridad aeronáutica determinará las superficies de despeje y la altura 
máxima de las construcciones y plantaciones bajo dichas superficies. 

De igual forma, el artículo 1824:  

ARTÍCULO 1824. <PERMISO DE AUTORIDAD AERONÁUTICA PARA 
LEVANTAR CONSTRUCCIONES O PLANTACIONES>. Dentro de las 
áreas a que se refiere el inciso 2o. del artículo anterior, no se podrán levantar 
construcciones o plantaciones sin permiso de la autoridad aeronáutica. 

De esta manera, cuando los artículos citados disponen que la autoridad 
aeronáutica determinará las superficies de despeje y la altura máxima de las 
construcciones y plantaciones, y que, además, tendrá la competencia para 
autorizar el levantamiento de construcciones o plantaciones, se desconoce la 
autonomía que tienen las entidades territoriales para ordenar su territorio, 
quitándoles la capacidad de ordenar, entre otras, permisos de construcción. 

Esta es una norma adoptada mediante el Decreto 410 de 1971, expedido gracias a 
las facultades extraordinarias que le confirió el numeral 15 del artículo 20 de la Ley 
16 de 1968. El código de comercio fue expedido durante la vigencia de la 
constitución de 1886, cuya visión del territorio y la división política administrativa 
tenía un carácter unitario y centralista, por ello no sorprende y se hace necesario 
adecuarlo a los postulados de la constitución de 1991. 

El Código de Comercio dispuso unas facultades a la autoridad aeronáutica para 
determinar las superficies de despeje y la altura máxima de las construcciones y 
plantaciones de estas superficies. Facultad que por mandato constitucional 
corresponde a la entidad municipal, quien es la encargada de reglamentar los usos 
del suelo, y dentro de los límites que fije la ley, vigilar y controlar las actividades 
relacionadas con la construcción.  
 

. 
Luego entonces, la autonomía territorial es uno de los cimientos del Estado Social de 
Derecho organizado en forma de Republica unitaria y descentralizada. Hablar de la 
autonomía de las entidades territoriales es hablar de una clausula fundacional de la 
organización de Estado y por lo tanto esta autonomía debe ser respetada al ubicarse 
en el más alto rango constitucional. 
 
6.3 Regulación de los usos del suelo 

En desarrollo de la autonomía territorial el constituyente delegó facultades para los 
departamentos y municipios, para que a través de sus corporaciones pudiesen definir 
sobre aspectos básicos de su autonomía, como la regulación de los usos del suelo. 
Esta regulación, debe estar delimitada por un marco normativo nacional, pero debe 
existir un equilibrio entre la unidad nacional y la autonomía territorial mediante un 
sistema de limitaciones reciprocas. Tal y como se señaló en la Sentencia C-216 de 
1994Fuente especificada no válida.:  
 

“La autonomía, por una parte, se encuentra limitada en primera instancia por el 
principio de unidad, en virtud del cual, debe existir una uniformidad legislativa en todo 
lo que tenga que ver con el interés general nacional, puesto que la naturaleza del Estado 
unitario presume la centralización política, que exige unidad en todos los ramos de la 
legislación y en las decisiones de política que tengan vigencia para todo el territorio 
nacional, así como una administración de justicia común. La unidad, a su vez, se 
encuentra limitada por el núcleo esencial de la autonomía territorial (…)  
Esta supone la capacidad de gestionar los intereses propios; es decir, la potestad de 
expedir una regulación particular para lo específico de cada localidad, dentro de los 
parámetros de un orden unificado por la ley general”. 

 
Por lo cual, la normatividad vigente de los artículos 1823 y 1824 de Código de 
Comercio, contraría el principio fundacional de autonomía territorial contemplado 
en la Constitución y así mismo, desconoce las sub-reglas jurisprudenciales sobre las 
limitaciones que existen para el orden nacional frente a las decisiones de regulación 
particular propias y exclusivas de cada territorio, y deben ser modificados para 
entrar en una armonía constitucional y empezar a reconocer el derecho de las 
entidades territoriales de autogestionarse.  

 
7. CONFLICTOS DE INTERES  

 
Teniendo en cuenta lo establecido en el artículo 3 de la Ley 2003 del 19 de noviembre 
de 2019, por la cual se modifica parcialmente la Ley 5 de 1992 y se dictan otras 
disposiciones, que modifica el artículo 291 de la Ley 5 de 1992, en la que se estableció 
que el autor del proyecto y el ponente presentarán en la exposición de motivos la 
descripción de las posibles circunstancias o eventos que podrán generar un conflicto 
de interés para la discusión y votación del proyecto, siendo estos, criterios guías para 
que los congresistas tomen una decisión en torno a si se encuentran en una causal 
de impedimento. 
 
Frente al Proyecto de Ley 323 de 2020 Cámara, se considera que pueden existir 
conflictos de interés relacionados con:  
 

- El interés particular, actual y directo de los congresistas, de su cónyuge, 
compañero o compañera permanente, o parientes dentro del segundo grado 
de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil, derivados de 
derivados de ser propietarios, accionistas o parte de juntas directivas de 
empresas relacionadas con el sector de construcción, que puedan llegar a ser 
beneficiadas con las modificaciones que se pretenden introducir al código de 
comercio, o incluso, si los congresistas hubiesen recibido financiación para su 
campaña electoral por parte de las empresas anteriormente nombradas.  
 

- El interés particular, actual y directo de los congresistas derivado de que su 
cónyuge, compañero o compañera permanente, o parientes dentro del 
segundo grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil 
ocupen cargos o hagan parte de la Fuerza Aérea Colombiana.  
 

 
Finalmente, sobre los conflictos de interés resulta importante recordar lo señalado 
por  el Consejo de Estado (2019):  

 
“No cualquier interés configura la causal de desinvestidura en comento, pues se 
sabe que sólo lo será aquél del que se pueda predicar que es directo, esto es, que 
per se el alegado beneficio, provecho o utilidad encuentre su fuente en el asunto 
que fue conocido por el legislador; particular, que el mismo sea específico o 
personal, bien para el congresista o quienes se encuentren relacionados con él; y 
actual o inmediato, que concurra para el momento en que ocurrió la participación 
o votación del congresista, lo que excluye sucesos contingentes, futuros o 
imprevisibles. También se tiene noticia que el interés puede ser de cualquier 
naturaleza, esto es, económico o moral, sin distinción alguna”. 
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De igual forma, es pertinente señalar lo que la Ley 5 de 1992 dispone sobre la materia 
en el artículo 286, modificado por el artículo 1 de la Ley 2003 de 2019:  
 

“Se entiende como conflicto de interés una situación donde la discusión o 
votación de un proyecto de ley o acto legislativo o artículo, pueda resultar en un 
beneficio particular, actual y directo a favor del congresista.  
a) Beneficio particular: aquel que otorga un privilegio o genera ganancias o crea 
indemnizaciones económicas o elimina obligaciones a favor del congresista de las 
que no gozan el resto de los ciudadanos. Modifique normas que afecten 
investigaciones penales, disciplinarias, fiscales o administrativas a las que se 
encuentre formalmente vinculado.  
b) Beneficio actual: aquel que efectivamente se configura en las circunstancias 
presentes y existentes al momento en el que el congresista participa de la 
decisión.  
c) Beneficio directo: aquel que se produzca de forma específica respecto del 
congresista, de su cónyuge, compañero o compañera permanente, o parientes 
dentro del segundo grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero 
civil.” 

 
Se recuerda que la descripción de los posibles conflictos de interés que se puedan 
presentar frente al trámite del presente proyecto de ley, conforme a lo dispuesto en 
el artículo 291 de la ley 5 de 1992 , no exime del deber del Congresista de identificar 
otras causales adicionales. 
 

8. PROPOSICIÓN 
 
Con fundamento en las anteriores consideraciones, de manera respetuosa solicito a la 
Comisión Primera de la Cámara de Representantes, dar primer debate y aprobar el 
Proyecto de Ley N° 323 de 2020 Cámara “Por medio del cual se modifican los artículos 
1823 y 1824 del Decreto 410 de 1971”, conforme al texto propuesto que se anexa.
De los honorables congresistas,  

 
_______________________ 
JUAN FERNANDO REYES KURI 
Representante a la Cámara por el Valle del Cauca 
Partido Liberal 

TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER DEBATE DEL PROYECTO DE LEY No 
323 DE 2020 CÁMARA“POR MEDIO DEL CUAL SE MODIFICAN LOS 
ARTÍCULOS 1823 Y 1824 DEL DECRETO 410 DE 1971”.
 
 

PROYECTO DE LEY No 323 DE 2020 CÁMARA 
 

“Por medio del cual se modifican los artículos 1823 y 1824 del Decreto 410 de 
1971”

 
EL CONGRESO DE COLOMBIA, 

 
DECRETA: 

 
ARTÍCULO 1. El artículo 1823 del Decreto 410 de 1971, quedará así: 
 
 
ARTÍCULO 1823. DEFINICIÓN DE SUPERFICIE DE DESPEGUE. Denomínense 
superficies de despegue las áreas imaginarias, oblicuas y horizontales, que se 
extienden sobre cada aeródromo y sus inmediaciones, en las cuales está limitada la 
altura de los obstáculos a la circulación aérea.  
 
La entidad territorial donde esté construido o se pretenda construir un aeródromo 
determinará las superficies de despeje y la altura máxima de las construcciones y 
plantaciones bajo dichas superficies, en el respectivo plan de ordenamiento 
territorial en concordancia con las normas técnicas que para tal fin expida el 
gobierno nacional.  
 
PARÁGRAFO. Para la determinación de instalación y/o operación de un 
aeródromo militar en cualquier territorio del país se deberá atender a lo dispuesto 
en la legislación nacional, así como los tratados internacionales ratificados por 
Colombia, especialmente los que constituyen el derecho internacional humanitario. 
 
 
ARTÍCULO 2. El artículo 1824 del Decreto 410 de 1971, quedará así: 
 
ARTÍCULO 1824. PERMISO DE LA ENTIDAD TERRITORIAL PARA 
LEVANTAR CONSTRUCCIONES O PLANTACIONES. Dentro de las áreas a que 
se refiere el inciso segundo. del artículo anterior, no se podrán levantar 
construcciones o plantaciones sin permiso de la autoridad municipal, territorial y/o 

administrativa respectiva, de conformidad con lo establecido en el plan de 
ordenamiento territorial.  
 
ARTÍCULO 3. VIGENCIA. La presente ley rige a partir del momento de su 
promulgación y deroga las disposiciones que le sean contrarias. 

 
 
 
 
De los honorables congresistas, 
 
 

 
_______________________ 
JUAN FERNANDO REYES KURI 
Representante a la Cámara por el Valle del Cauca 
Partido Liberal 
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CÁMARA DE REPRESENTANTES - COMISIÓN TERCERA CONSTITUCIONAL PERMANENTE 
(ASUNTOS ECONÓMICOS) 

Bogotá, D.C. 8 de junio de 2020.  En la fecha se recibió en ésta Secretaría Ponencia Positiva para Segundo 
Debate del Proyecto de Ley 135 de 2019 Cámara “POR MEDIO DE LA CUAL SE ADICIONA UN 
PARÁGRAFO AL ARTÍCULO 130 DE LA LEY 488 DE 1998”, suscrita por los Honorables 
Representantes: ÓSCAR DARÍO PÉREZ PINEDA, WILMER RAMIRO CARRILLO MENDOZA, BAYARDO 
GILBERTO BETANCOURT PÉREZ, SALÍM VILLAMIL QUESSEP y se remite a la Secretaría General de la 
Corporación para su respectiva publicación en la gaceta del Congreso, tal y como lo ordena el artículo 156 
de la Ley 5ª de 1992. 

La Secretaria General, 

ELIZABETH MARTÍNEZ BARRERA 

Bogotá, D.C. 8 de junio de 2020.  

De conformidad con el artículo 165 de la Ley 5ª de 1992. “Reglamento del Congreso autorizamos el presente 
informe”. 

JOHN JAIRO ROLDÁN AVENDAÑO 
PRESIDENTE 

ELIZABETH MARTÍNEZ BARRERA 
SECRETARIA GENERAL 
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Ilustración 1. Estadísticas del sector de economía solidaria Colombiano año 2018

Fuente: Informe de gestión emitido por Confecoop. 2018

                                                
1 Más información en: https://confecoop.coop/informes-anuales/informes-anuales/

Ilustración 2 La evolución del número de entidades en los últimos cinco años

Fuente: Informe de gestión emitido por Confecoop. 2018

Ilustración 3 La evolución de los ingresos en los últimos cinco años

                                                
2 Más información en: https://confecoop.coop/informes-anuales/informes-anuales/
3 Más información en: https://www.dinero.com/economia/articulo/cual-fue-la-cifra-de-crecimiento-del-pib-
en-colombia/275631
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Ilustración: Evolución del PIB Colombiano 2014 - 2018

Fuente: Banco de la Republica, 2019

                                                
4 Véase: https://www.portafolio.co/negocios/empresas/cooperativas-impulso-economico-social-pais-44998
5 Véase: https://confecoop.coop/informes-anuales/informes-anuales/
6 Véase: https://m.portafolio.co/economia/finanzas/ARTICULO-MOVILES-AMP-177924.html

GRÁFICO 5. 
GRAFICO 5. 

 

Ilustración 4 Principales estadísticas financieras por tipo de entidad vigilada

Fuente: Base SICSES reporte BI. Corte de información a 31 de diciembre de 2015 obtenida 15 de 

noviembre 2016

                                                
7 Véase: https://confecoop.coop/wp-content/uploads/2017/07/Info_Desempe%C3%B1o_2016.pdf
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CÁMARA DE REPRESENTANTES - COMISIÓN TERCERA CONSTITUCIONAL 
PERMANENTE 

(ASUNTOS ECONÓMICOS) 
 

“POR MEDIO DE LA CUAL SE REGULA EL PAGO ANTICIPADO 
CRÉDITOS Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”

NIDIA MARCELA OSORIO SALGADO, YAMIL 
HERNANDO ARANA PADAUÍ, SARA ELENA PIEDRAHITA LYONS, 
NUBIA LÓPEZ MORALES, ARMANDO ANTONIO ZABARAÍN D' ARCE 

 
 

ELIZABETH MARTÍNEZ BARRERA 
  

JOHN JAIRO ROLDÁN AVENDAÑO 
PRESIDENTE 

 
 
 

ELIZABETH MARTÍNEZ BARRERA 
SECRETARIA GENERAL
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